PROYECTO DE LEY

EL SENADO Y CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONAN CON FUERZA DE

LEY:
ARTÍCULO 1°:  Crease en el ámbito de esta Honorable Legislatura, la “COMISION BICAMERAL  PARA DESARROLLO DE  LEGISLACION PROVINCIAL ANTE DESASTRES NUCLEARES”, cuyo objeto será la elaboración de un estudio técnico científico en el marco de posibles desastres nucleares que pudieren ocurrir en  el distrito de Lima, provincia de Buenos Aires, donde se hallan instaladas las centrales atómicas  Atucha I y II, debiendo proponer legislación de la especie, que respete el ordenamiento jurídico nacional e internacional y  especialmente:
a) Orientadas a coordinar con autoridades nacionales,  actividades de  seguridad y salvataje, ante siniestros nucleares en esta provincia.

b) Producir protocolos de seguridad para la protección ciudadana, tanto de prevención, como de desarrollo de salvataje, contención sanitaria poblacional y de ordenamiento en situaciones de caos.

c) Producir un plan de estudio, sobre bases científicas, para aplicación y  conocimiento de  la población en general, en un radio de cien (100) kilómetros a la redonda del complejo Atucha, tendiente a conocer formas de comportamiento ciudadano en situaciones de pánico.

d) Determinar y procurar a las fuerzas de seguridad, a las sociedades de Bomberos Voluntarios y establecimientos sanitarios de la región, de elementos materiales, personal y medios necesarios para la actividad.

e) Desarrollar programas para la actualización y profundización de conocimientos científicos a todos los organismos provinciales, como municipales, que deben actuar en caso de siniestros del tipo.

f) Desarrollar programas de concientización ciudadana, - que sin crear alarma –puedan llevar meridiana claridad para la forma de proceder ante esos eventos. 
g) Estudiar la posibilidad de incorporación a las actividades curriculares del sistema de educación primaria y secundaria de la Dirección General de Cultura y Escuelas de la Provincia, sobre la temática y la forma de proceder ante catástrofes nucleares.
ARTICULO 2º)  Integración. La Comisión estará integrada por senadores y diputados, de todos los partidos políticos representados en esta Honorable legislatura, ejerciendo su presidencia y secretaria, representantes del partido oficialista.

ARTICULO 3º)  Reglamento y formas de funcionamiento. La Comisión se dictará su reglamento,  las formas, lugar de funcionamiento, como días y horas de reuniones.

ARTICULO 4º)   Duración. La duración de la misma comprenderá un término de seis (6) meses, a partir de la publicación de la presente norma en el Boletín Oficial, para producir todos aquellos proyectos orientados hacia el cumplimiento de su objeto.

ARTICULO 5º) Asesoramiento y Coordinación. Con fines de asesoramiento y coordinación de las disposiciones que se proyecten, deberá requerirse la colaboración técnico científica de la COMISION NACIONAL DE ENERGIA ATOMICA, como de otros organismos nacionales sobre los que versen las disposiciones proyectadas.

ARTICULO 6º)  Comité Estratégico para Emergencias. Para materializar todas las actividades  que se proyecten, orientadas a minimizar las consecuencias dañosas materiales y humanas  del evento o desastre, se designará un COMITÉ ESTRATÉGICO PARA EMERGENCIAS.

ARTICULO  7º)     Conformación del Comité.  El Comité estará integrado por:

a) INTENDENTES MUNICIPALES DE LA REGION

b) AUTORIDADES POLICIALES PROVINCIALES

c) AUTORIDADES SANITARIAS PROVINCIALES

d) SOCIEDADES DE BOMBEROS VOLUNTARIOS REGIONALES

ARTICULO 8º)  Director de Campo. El Comité será dirigido y llevado adelante por el DIRECTOR DE CAMPO, designación que recaerá en el Señor DIRECTOR GENERAL DE DEFENSA CIVIL DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES.

ARTÍCULO 9°)     Capacitación. Será dispuesta por el Comité y se encargará de brindar las herramientas teóricas y prácticas necesarias para asegurar el correcto accionar ante una emergencia y la salvaguardia de los habitantes. Se contará a tales fines, con profesionales especializados que capacitarán a los actores designados para intervenir ante una catástrofe. La capacitación deberá ser actualizada en función de la incorporación de nuevas tecnologías.

ARTICULO 10º)   Autoridad de Aplicación y Dirección General Ejecutiva. La Autoridad de Aplicación, como la Dirección General Ejecutiva, deberá ser llevada a cabo por el Sr. MINISTRO DE JEFATURA DE GABINETE DE MINISTROS.

ARTICULO 11º)    Presupuesto.  Anualmente el Poder Ejecutivo deberá incluir las partidas dinerarias necesarias para funcionamiento del Comité,  equipamiento adecuado para los organismos llamados a dar vida a la normativa, instrucción, coordinación, como a la capacitación y designación de personal a quien se capacitara profesionalmente, en el Proyecto de Presupuesto de Gastos y Recursos para la Administración Pública Provincial.

ARTICULO 12º)   Vigencia.  Las disposiciones que materialicen el objeto de esta ley, deben tener como fecha de inicio de ejecución el 1º de enero de 2.012  y mantendrá su vigencia mientras desde el Estado Nacional no se sancionen normas para la especie,  que colisionen con el objeto de esta Ley o por resultar de jerarquía superior, la vuelvan abstracta.

                               Cuando exista nueva legislación nacional, podrá esta ley, ser tenida como complementaria, en aquellos casos en que lleguen a  existir vacíos legales sobre la actividad estatal para protección de la población provincial.  

FUNDAMENTOS
La producción de energía nuclear se ha transformado en un tema coyuntural de gran importancia por varios factores. Por un lado, generando preocupación en la población mundial debido a la latente posibilidad, de repetición de acontecimientos como el ocurrido años atrás en la conocida Chernobyl. La contraparte, la necesaria producción de energía que utilizan los países para consumo propio. Por lo tanto, se torna imperante tomar las medidas pertinentes a nivel ejecutivo y legislativo para ofrecer un marco seguro y que contemple un protocolo de acción en caso de una emergencia o catástrofe.


Esto, viene a tomar actualidad por el desastre natural ocurrido en Japón, como es público y notorio, precisamente por la puesta fuera de servicio de la central de Fukushima,  porque precisamente sucede en uno de los países líderes de ese tipo de tecnologías y todavía con un resultado final incierto, pero si sabiéndose de la existencia de operarios e ingenieros contaminados por las fugas radiactivas ocurridas, como parte de su población seriamente amenazada.

            
En la Ciudad de Lima, al norte del conurbano bonaerense, funciona la planta atómica Atucha I y se halla en construcción con más de veinticinco años de demora, Atucha II, en el marco del Plan Nuclear Argentino, emprendimiento que en la actualidad resultaría totalmente obsoleto, por la utilización de técnicas e ingeniería ampliamente superadas por el avance del conocimiento científico de los países más desarrollados en la materia,  pero más aún, ya que políticamente resulta un legado de la dictadura militar, a contramano de lo que la racionalidad impone, emprendimiento que tiene como parte importante para su funcionamiento de aguas del Río Paraná, el cual quedaría totalmente inutilizable para la humanidad, en caso de solamente una pequeña fuga de uranio.


La urgente necesidad de nuestro país, para producir en forma mayor cantidad de energía eléctrica,  -que resulta de incumbencia a las autoridades nacionales-, ha permitido que en cuestiones altamente técnico científicas, quienes llevan materialmente adelante la obra, se aparten de los protocolos internacionales en tal sentido, con la complicidad de las autoridades locales que deben supervisar lo que se hace.

           Es más, a la fecha el pueblo de la provincia, especialmente el de la región, no han sido informados por las autoridades de la CNEA, sobre la situación real del emprendimiento Atucha I y II, especialmente a lo que se refiere a los sistemas de seguridad ante la eventualidad de desastres atómicos en las mencionadas centrales.


La reforma constitucional del año 1994 expresamente tutela los modernamente llamados “derechos de cuarta generación”, es decir, aquellos derechos que incumben a las generaciones por venir. “Artículo 41- Todos los habitantes gozan del derecho a un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras.”

             En referencia al problema de la responsabilidad por riesgos nucleares frente a la legislación positiva, Enrique Zaldivar, dice que debemos referirnos a un original aspecto de dicho riesgo: el de su “Internacionalidad”.

           Esto se debe a que es difícil que las consecuencias de un accidente producido en una central de energía nuclear, se circunscriban solamente al país en el cual se asienta dicha instalación y por ende de una sola región, en nuestro caso ciudad de Lima y alrededores, sino a toda la zona de influencia.


            El escape mismo de radioactividad o la ulterior lluvia radiactiva  -llamada fall-out-,  pueden afectar a países no solo limítrofes, sino a escala global.

            Las corrientes de aire llamadas “jet stream” que atraviesan el globo de forma transversal a grandes velocidades, pueden funcionar como agentes transportadores del material nocivo a miles de kilómetros del lugar del siniestro.

Otra consecuencia del accidente consiste en establecer la responsabilidad de todos los sujetos intervinientes no solo en el accidente, sino también en la cadena de factores que llevaron al mismo, por lo cual, de no adoptarse alguna medida preventiva para paliar males posibles ante un evento fortuito en las centrales Atucha I y II, colocarían a nuestra provincia en dicha cadena, más allá de la ausencia del estado nacional, que nos coloca en un total estado de indefensión.

Otro supuesto que debe atenderse como factible de provocar daños con resultados regionales e internacionales, es el del transporte, especialmente de residuos radioactivos, sea por vía aérea, terrestre o marítima, siendo determinante la labor de los organismos internacionales, actividad que debe ser estudiada desde el punto de vista provincial, ya que el gobierno nacional, nada a hecho ni hará al respecto, lo que nos permite preguntarnos, como llega el uranio a la planta Atucha, por barco, mediante vehículos terrestres, nada se sabe y talvez resulte hasta un secreto por razones de seguridad, teoría que debemos compartir, pero imaginándonos que existen también protocolos estrictos ante cualquier clase de accidente.

En el marco internacional, se destaca la labor de los organismos internacionales y la suscripción de tratados con el propósito de favorecer el uso pacífico de la energía nuclear y velar por establecer la máxima seguridad en las instalaciones de ese tipo, así como también el contralor -que ejerce el OIEA-, bajo el sistema de "salvaguardias" mediante el cual se controlan las actividades nucleares procurando su contribución a la salud y a la paz sin impedir el desarrollo tecnológico, pero que nuestro país no ha respetado, por el contrario, para el año 2007/08, al recibirse un pedido para inspeccionar centrales nucleares, no se contestó, porque lo que dicho silencio se tomó como una negativa a tal actividad de superintendencia.

Coincidente con esta actitud de nuestras autoridades políticas, los responsables de la planta se Fukushima en Japón, eludieron, tiempo atrás, los controles internacionales que habrían de corroborar la existencia de deficiencias en los materiales de los reactores, como que pudieran mejorar los sistemas de enfriamiento, que quedaran inutilizados por la invasión del mar, hecho que ahora toma estado público, que si bien no habrían evitado las explosiones producidas con fuga de nube tóxica, si serian determinantes en minimizar las consecuencias dañosas al medio ambiente.

Ahora bien, ante la posible –aunque remota- producción de desastre atómico por el uso de uranio en el complejo de Atucha, no existe ningún tipo de programa en el orden nacional, que procure a la población de la región, protección por los efectos contaminantes de esa actividad.

No se ha podido tampoco establecer programa de actividades o protocolos de ninguna naturaleza que pudieren haber sido producidos por el ORGANISMO PROVINCIAL PARA EL DESARROLLO SOSTENIBLE,  como tampoco del MINISTERIODE SALUD y mucho menos de las autoridades de las POLICIAS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES a través del MINISTERIO DE JUSTICIA Y SEGURIDAD, circunstancia que nos obliga al urgente tratamiento del tema en el ámbito de esta Honorable Legislatura.

Simplemente expresamos, que ante el más mínimo acontecimiento que altere el normal desenvolvimiento de la actividad de las usinas nucleares, al día de hoy en esta provincia y más precisamente en la región de la ciudad de Lima y adyacencias, no existe un solo lugar que este en condiciones de brindar atención primaria, a personas víctimas de contaminación por uranio, como que se carece por completo de conocimiento técnico sanitario por parte de Bomberos Voluntarios, Departamentos de Defensa Civil y fuerzas policiales, específicamente Policías de la Provincia de Buenos Aires.

No hay prevista una sola sala acondicionada para emergencias del tipo, como tampoco ambulancias o vehículos capaces de satisfacer demandas de urgencia y lo que es más, tenemos la plena seguridad que el personal médico de la región, carece de conocimientos específicos, por que al estado ha dejado librado a su suerte al conjunto de la sociedad de la región.

Por tal razón, propiciamos la creación de una COMISION BICAMERAL PARA DESARROLLO DE  LEGISLACION PROVINCIAL ANTE DESASTRES NUCLEARES”, que pudieren ocurrir en territorio provincial, especialmente con respecto al complejo atómico instalado en el distrito de LIMA donde se hallan instaladas las centrales ATUCHA I y II, lugar que debe tomarse como centro de referencia para un área de hasta cien (100) kilómetros desde esas instalaciones nucleares, como de un COMITÉ DE EJECUCION DE LA EMERGENCIA, que deberá materializar todas las acciones necesarias para lograr que los daños sean minimizados.

Por lo expuesto, solicitamos ser acompañados en el presente proyecto, para su urgente tratamiento, teniéndose en cuenta la gravedad del tema y la necesidad de su resolución.
